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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 27 de marzo de 2015   



DJ-AJ-183-2015

                                                         





Señora

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General de la Corte
S.D. 

Estimada señora:

En atención al  oficio Nº 2571-15,  suscrito por el señor Gustavo Barquero Morales, Prosecretario General, en el que se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión Nº 16-15 celebrada el 26 de febrero de este año, artículo CII, y en donde  se le solicita a esta Dirección Jurídica, emitir criterio legal en relación con el Reclamo Administrativo de Daños y Perjuicios que el licenciado Jorge Enrique Infante Rojas, en calidad de Apoderado Especial Judicial, plantea contra el Ministerio Público y/o Poder Judicial, le remito el informe suscrito por el Lic. Jorge Kepfer Chinchilla, Coordinador del Área de Análisis Jurídico.

   De usted atentamente, 
Karol Monge Molina 

       Sub Directora Jurídica a.i.  

cc: 
Ref: 206-15

jekech 




San José, 26 de marzo de 2015

AJ-C36-2015

Señora
Licda. Karol Monge Molina

Sub Directora a.i. 
Dirección Jurídica
S.  D.
Estimada señora: 

En atención al Oficio Nº 2571-15 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, del 12 de marzo del año en curso, en el que, con fundamento en la Sesión del Consejo Superior Nº 16-15 del 26 de febrero del presente año, Artículo CII, se solicita a esta Dirección, emitir criterio legal en relación con el Reclamo Administrativo de Daños y Perjuicios que el licenciado Jorge Enrique Infante Rojas, en calidad de Apoderado Especial Judicial, plantea contra el Ministerio Público y/o Poder Judicial, le traslado el siguiente informe.

De la gestión

 El licenciado Jorge Enrique Infante Rojas, en su condición de Apoderado Especial Judicial de ROCÍO DE LOS ÁNGELES PADILLA MONTERO, mayor, soltera, estudiante, cédula de identidad 1-1336-301; EMILY VERÓNICA PADILLA MONTERO, mayor, soltera, estudiante, cédula de identidad 1-1375-022; SAYED FRANCISCO PADILLA MONTERO, mayor, soltero, estudiante, cédula de identidad 1-1417-464; EVANS JOSUE PADILLA MONTERO, mayor, soltero, estudiante, cédula de identidad 1-1484-236; HANZEL DAVID PADILLA MONTERO, mayor, soltero, estudiante, cédula de identidad 1-1528-386; MARIA NAZARETH PADILLA MONTERO, mayor, soltera, estudiante, cédula de menor 1-1592-917; JOSEPH AARÓN PADILLA MONTERO, mayor, soltero, estudiante, cédula de menor 1-1652-972 y ROCÍO VIANNEY MONTERO CHACON, mayor, viuda, ama de casa, cédula de identidad 1-765-948, en su condición personal y en representación de los menores AGUSTÍN EDÉN PADILLA MONTERO, menor, soltero, estudiante, cédula de menor 1-1722-826; ASTRID BELÉN PADILLA MONTERO, menor, soltero, estudiante, cédula de menor 1-1777-872; BEVERLY NIKOLE PADILLA MONTERO menor, soltero, estudiante, cédula de menor 1-1821-382, y LESTER RAFAEL PADILLA MONTERO, menor, soltero, estudiante, cédula de menor 1-1918-817; plantea Reclamo Administrativo de Daños y Perjuicios contra el Ministerio Público y/o Poder Judicial, con base en los siguientes términos: 

HECHOS:
Primero: Que el 19 de enero del 2005 se inició una causa penal en el Ministerio Público de Pérez Zeledón, bajo el número de sumaria 05-000046-064-PE para investigar el delito de Homicidio Culposo en perjuicio de Francisco Padilla Morales, cédula de identidad 1-621-431 quien falleció en el Hospital Escalante Pradilla el día 13 de enero de 2005 (Ver folios 1 a 3 del expediente penal). Segundo: Que el 20 de enero del 2006, doña Roció Montero Chacón, esposa de don Francisco y madre de sus entonces 11 hijos menores, acudió al Ministerio Público de Pérez Zeledón e interpuso la Denuncia Penal, señalando para atender notificaciones “PEREZ ZELEDÓN, NARANJO DE PLATANARES, 550 METROS NORESTE DE LA ESCUELA, LA CASA DE CEMENTO SIN PINTAR. TELÉFONO 737- 01-35” y expresando su interés en interponer la Acción Civil la cual delegó en el Ministerio Público (ver folios 16 a 18). Tercero: Que después de la denuncia de doña Rocío, se incorporó al expediente la Autopsia de don Francisco (Dictamen Forense N° DA: 2005-122-PF de fecha 9 de noviembre del 2005)(ver folios 19 a 21), siendo que el señor Fiscal solicitó su ampliación en fecha 23 de febrero del 2006, la cual fue contestada mediante Dictamen ADA 2005-122 PF de fecha 19 de diciembre del 2006 que fue recibido en la Fiscalía de Pérez Zeledón el 16 de enero del 2007 (ver en folio 29). Ninguno de estos dictámenes fue notificado a doña Rocío. Cuarto: Después de recibirse estos dictámenes, se procedió a recibir las declaraciones indagatorias de los tres médicos acusados, a saber Dr. Edgar Castro Mora el 14 de febrero del 2007, Dr. Dimas Bravo Saturno el 9 de marzo del 2007 y Dr. Alejandro Mora Guevara el 23 de marzo del 2007. Los abogados defensores de los Drs, Bravo Saturno y Mora Guevara interpusieron adición, aclaración y apelación contra los dictámenes (ver folios 30 a 47). Quinto: Que el día 21 de junio del 2007, el Consejo Médico Forense comunicó a la Fiscalía de Pérez Zeledón que la vista de la apelación había sido programada para el día 28 de ese mismo mes, y pidió comunicarlo a todas las partes (ver folio 49). A doña Rocío se le comunicó la vista el día 22 de junio (ver folio 51). Sexto: Que la vista se realizó efectivamente el día 28 de junio con la presencia de los médicos acusados, sus defensores, un médico perito, doña Rocío y los tres miembros del Consejo Médico Forense. Ni el Ministerio Público ni la Oficina de Defensa Civil y Atención a la Víctima se apersonaron a la vista (ver folios 62 a 79). La transcripción de la vista fue remitida a la Fiscalía de Pérez Zeledón el 8 de agosto del 2007 (ver folio 61). Esta transcripción no fue notificada a ninguna de las partes, incluida doña Rocío. Sexto bis: Que el día 14 de agosto del 2007, el Ministerio Público de Pérez Zeledón comunicó a la Oficina de Defensa Civil y Atención a la Víctima de Pérez Zeledón que doña Rocío había delegado la Acción Civil. Lo anterior mediante oficio FPZ 1326-2007 del 22 de junio del 2007 (ver en folio 57). Sétimo: Que el Consejo Médico Forense mediante oficio DML 2007-1081 fechado 9 de junio del 2007, había aclarado al Ministerio Público que, previo a emitir su Dictamen de alzada, se tornaba necesario que la Sección de Patología Forense ampliara los dictámenes médicos de primera instancia (ver folio 82). Esta ampliación recién fue solicitada por la Fiscalía de Pérez Zeledón en fecha 10 de febrero del 2010 (ver folios 85 y 86), sea 2 años y 7 meses después de que el Consejo la había solicitado y fue respondida por la Sección de Patología Forense el 11 de marzo del 2010 (ver folios 87 y 88). Esta ampliación no fue notificada a las partes. Octavo: Que casi dos meses después de recibida la citada ampliación, la Fiscalía de Pérez Zeledón pidió al Consejo rendir su dictamen de alzada (ver folio 89), siendo que el Consejo Médico Forense rindió su Dictamen N° DML 2010-0880 el 21 de mayo del 2010 (ver folio 90). Este dictamen no se notificó a doña Rocío, pero si a los acusados y defensores (ver folios 91 a 95). Noveno: Que el defensor del acusado Bravo Saturno solicitó aclaración, la cual fue contestada por el Consejo Médico Forense mediante Dictamen aclaratorio N° DML 2010-1647 del 25 de agosto del 2010 (ver folios 132 a 134). Este dictamen tampoco se notificó a doña Rocío, solamente a defensores. Décimo: Que ante una nueva “prevención” realizada por el Ministerio Público a la Oficina de Defensa Civil y Atención a la Víctima de Pérez Zeledón en fecha 10 de agosto del 2010 (ver folio 1 del Legajo de la Acción Civil Resarcitoria), ésta presentó la Acción Civil Resarcitoria ante la Fiscalía en fecha 6 de setiembre del 2010 (ver folios 2 a 5 del Legajo). En la demanda no fueron incluidos como actores los 11 hijos de don Francisco y doña Rocío. Décimo primero: Que el 8 de febrero del 2011 el Ministerio Público de Pérez Zeledón emitió Solicitud de Sobreseimiento Definitivo a favor de los tres imputados (ver folios 145 a 148). Décimo segundo: Que al ser las 8:52 horas del día 15 de febrero del 2011, la Fiscalía de Pérez Zeledón comunicó a doña Rocío su decisión de solicitar el Sobreseimiento Definitivo de los tres acusados (ver folios 149 a 151). Décimo Tercero: Que en el mes de marzo del 2011 doña Rocío y sus once hijos presentaron Demanda Civil de Hacienda contra la CCSS (expediente 11-001830-1027-CA) para que los indemnizara por los daños moral y material por la muerte de don Francisco. Décimo cuarto: Que la Sección Quinta del Tribunal Contencioso Administrativo emitió la sentencia N° 11-2013 del 18 de febrero del 2013, acogiendo la demanda y condenando al pago del Daño Moral a razón de 50.000.000 para cada hijo y 75.000.000 para doña Rocío y al Daño Material por definir en etapa de ejecución, con las costas a cargo de la actora. Décimo sétimo: (sic) Que la Sala Primera de la Corte, mediante voto 116-2015 del anterior 29 de enero del 2015, declaró con lugar el recurso de casación interpuesto por la CCSS y acogió la prescripción alegada declarando sin lugar la demanda con las costas para la parte actora. La sentencia se encuentra en redacción a esta fecha.
Por lo que solicita, se declare que la actuación irregular (ilícita) (sic) de la Fiscalía de Pérez Zeledón y de la Oficina de Defensa Civil y Atención a la Víctima de Pérez Zeledón en el Proceso Penal 05-000046-064-PE, provocaron que prescribiera la demanda Civil de Hacienda que presentaron los aquí reclamantes contra la CCSS (expediente 11-01830-1027-CA) y en tal virtud sean el Ministerio Público, o el Poder Judicial o El Estado los que asuman el pago de las indemnizaciones de Daño Moral y Material, indexaciones y costas e intereses causados a los aquí reclamantes por la muerte de don Francisco Padilla Morales, en los términos en que debió asumirlos la CCSS de no haber sido declarada la prescripción de la demanda, sirviendo como parámetro lo dispuesto en la sentencia de primera instancia del proceso 11- (sic) Lo anterior así como cualquier otro daño y perjuicio derivado de la actuación irregular del Ministerio Público en el proceso penal 05-000046-0064-PE, incluyendo expresamente la condena en costas que sufrieron los aquí actores en el citado proceso 11-001830- 1027-CA. 

Criterio legal

1.- Tomando en consideración los acuerdos del Consejo Superior Nº 66 y 73-02 del 5 de setiembre y 1° de octubre del 2002, artículos LXXI y LXXXV, respectivamente, así como la resolución Nº 1471-14 del veintinueve de abril de dos mil catorce, de la entonces Sección de Cobro Administrativo de la Dirección Ejecutiva, hoy, Área de Cobro Administrativo de esta Dirección, en relación con el criterio externado por el Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez, en ese momento, Asesor Legal de la Secretaría General de la Corte, en relación al mismo punto jurídico que se pretende discutir en sede administrativa; este Órgano considera lo siguiente:
Por principio de justicia social e interés colectivo, y con fundamento en nuestra Carta Magna, el Estado costarricense ha previsto la responsabilidad objetiva de la Administración Pública en virtud de los eventuales daños que contra las personas administradas puedan desplegar sus actos, cuando no exista un deber jurídico de soportarlos, con ocasión de la actividad administrativa que sus entes u órganos tienen por encargo.
Es ese sentido la Ley General de la Administración Pública, a partir del artículo 190 y siguientes, reconoce la responsabilidad del Estado y sus servidores, por sus actos en general: “La Administración responderá por todos los daños que cause su funcionamiento legítimo o ilegítimo, normal o anormal, salvo fuerza mayor, culpa de la víctima o hecho de un tercero”(...); y de forma solidaria y específica, conforme el artículo 201 ibídem, en relación con los actos realizados a través de sus servidores o servidoras con ocasión de las labores que desempeñan, al disponer que “(…)la Administración será solidariamente responsable con su servidor ante terceros por los daños que éste cause en las condiciones señaladas por esta ley”.
Al respecto, dispone la citada normativa, que “la Administración deberá reparar todo daño causado a los derechos subjetivos ajenos por faltas de sus servidores cometidas durante el desempeño de los deberes del cargo o con ocasión del mismo, utilizando las oportunidades o medios que ofrece, aún cuando sea para fines o actividades o actos extraños a dicha misión” (responsabilidad por conducta ilícita, artículo 191), y que, será responsable también “(…)por sus actos lícitos y por su funcionamiento normal cuando los mismos causen daño a los derechos del o la administrada en forma especial, por la pequeña proporción de afectados o por la intensidad excepcional de la lesión” (responsabilidad por conducta lícita, artículo 194 ibídem). Incluso, prevé la responsabilidad personal ante terceros por parte del “(…)servidor público que haya actuado con dolo o culpa grave en el desempeño de sus deberes o con ocasión del mismo, aunque sólo haya utilizado los medios y oportunidades que le ofrece el cargo”, estando comprendido en “ (…)tales casos el funcionario que emitiere actos manifiestamente ilegales, y el que los obedeciere de conformidad con esta ley” (artículo 199 in fine). Con lo que se denota, la amplia posibilidad otorgada a las y los administrados de ocurrir contra el Estado en búsqueda del resarcimiento de daños y perjuicios en caso de considerarse afectados o agraviados por los actos o conductas provenientes de la Administración Pública en el ejercicio de sus actividades administrativas.
2.- Ahora bien, resulta menester señalar que para esos efectos, el Estado mismo ha dispuesto la forma y los mecanismos necesarios para llevar a cabo dicha reclamación, lo cual, precisamente, se encuentra establecido en el artículo 1° de la Ley N° 8508 del 28 de abril de 2006, también llamada Código Procesal Contencioso-Administrativo, al disponer que “la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, establecida en el artículo 49 de la Constitución Política, tiene por objeto tutelar las situaciones jurídicas de toda persona, garantizar o restablecer la legalidad de cualquier conducta de la Administración Pública sujeta al Derecho administrativo, así como conocer y resolver los diversos aspectos de la relación jurídico-administrativa; donde, para todos los casos, se entenderá por Administración Pública: a) La Administración central. b) Los Poderes Legislativo, Judicial y el Tribunal Supremo de Elecciones, cuando realicen funciones administrativas. c) La Administración descentralizada, institucional y territorial, y las demás entidades de Derecho público”, de conformidad con el inciso 3) del mencionado artículo 1° (la negrita no pertenece al original).
3.- Asimismo, se tiene responsabilidad directa del Estado en los casos de error judicial y funcionamiento anormal de la administración de justicia, tutelada tal situación en la normativa constitucional. 

4.- La función administrativa y jurisdiccional, en el Estado, son modos de ejecución de la ley y su única distinción consiste en los efectos, además ambas responden a fines distintos. Por igual, también ambas funciones,  están sujetas al régimen de responsabilidad del Estado, por cuanto al daño causado por el ejercicio de cualquiera de estas funciones es imputable a un acto de aquel.
Al respecto, valga señalar lo resuelto por la Sala Constitucional mediante resolución N° 5981-95 del 7 de noviembre de 1995:
“V. DE LA RESPONSABILIDAD OBJETIVA DEL PODER JUDICIAL. PRINCIPIOS. En cuanto a la alegada inconstitucionalidad por omisión de los artículos 190, siguientes y concordantes de la Ley General de Administración Pública, que establecen la responsabilidad objetiva de la Administración Pública, por no consignar en forma expresa al Poder Judicial, de manera tal que la responsabilidad objetiva del Estado establecida en estas normas se refiera únicamente a actos y funciones administrativas, no pudiendo ser aplicables al Poder Judicial, en el tanto desarrolla el servicio público de la administración de justicia, la acción también resulta improcedente. La responsabilidad del Estado derivada del ejercicio de la función jurisdiccional debe regirse de conformidad con lo establecido en la propia Constitución Política y en la ley, según lo dispuesto en la Carta Fundamental en su artículo 154: "El Poder Judicial sólo está sometido a la Constitución y a la Ley, y las resoluciones que dicte en los asuntos de su competencia no le imponen otras responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos."; de lo cual se derivan dos conclusiones básicas: 1.) En primer término, constituye un principio constitucional la responsabilidad directa del Estado en los casos de error judicial y funcionamiento anormal de la administración de justicia, la cual deriva precisamente de lo dispuesto concretamente en el artículo 9 constitucional, el cual dispone en lo que interesa: "El Gobierno de la República es popular, representativo, alternativo y responsable. Lo ejercen tres Poderes distintos e independientes entre sí: Legislativo, Ejecutivo y Judicial."; en relación con los artículos 11, 33, 41 y 154 constitucionales, y que resulta congruente con los principios del Estado Social de Derecho, precisamente con el de interdicción de arbitrariedad de los poderes públicos, el de seguridad jurídica e igualdad de todos los ciudadanos ante la ley. Esta responsabilidad se justifica por el hecho de que la función de juzgar es manifestación de un Poder, uno de los tres del Estado, lo cual implica su condición de servicio público, de organización de medios materiales y personales destinados a la satisfacción de la demanda social de justicia. En este sentido, en un Estado de Derecho, tanto la función administrativa como la jurisdiccional constituyen modos de ejecución de la ley, y su única  distinción consiste en los efectos; a los tribunales de justicia les corresponde la comprobación de los hechos y del derecho mediante fallos que poseen una fuerza especial, el valor jurídico propio que se llama "cosa juzgada", en virtud de la cual no puede ser modificada, discutida, retirada, retractada, sino únicamente mediante los recursos establecidos en la ley; la decisión de la Administración no tiene esta fuerza de verdad legal que se le reconoce a la cosa juzgada. Debe tenerse en claro que son dos funciones distintas, ambas responden a fines distintos; mientras que la función administrativa está destinada a proveer a las necesidades de la colectividad, la función jurisdiccional tiene por fin consolidar el orden público con la solución de las diferencias y la sanción a las violaciones de la ley; pero que, por igual están sujetas al régimen de responsabilidad del Estado, por cuanto el daño causado por el ejercicio de cualquiera de estas funciones es imputable a un acto del Estado, y por lo tanto, susceptible de comprometer su responsabilidad. En virtud de lo dispuesto en los transcritos artículos 9 en relación con el 153 constitucionales, en consonancia con el principio general de que "todo aquel que causa un agravio debe repararlo", no podría eximirse de responsabilidad al Poder Judicial por el "error judicial" en el ejercicio de la función jurisdiccional. Cabe señalar que esta responsabilidad objetiva del Estado resulta complemento de la responsabilidad civil, penal y disciplinaria a que está sujeto el juez, pues éstas no resultan suficientes para garantizar debidamente los intereses de los justiciables, que por las dificultades para su exigencia, convierten en una verdadera carrera de obstáculos la posible reclamación, y en la mayoría de los casos, deja al margen y sin protección aquellas situaciones en las que no es posible apreciar el dolo o culpa del juzgador. La responsabilidad debe provenir de una conducta dolosa o culposa del órgano jurisdiccional, constitutiva o no de delito (responsabilidad por falta). 2.) Por otra parte, el modo de hacer efectiva la responsabilidad del Estado por "las resoluciones que dicten en los asuntos de su competencia" los jueces de la República corresponde desarrollarla a la ley -según lo dispuesto en el transcrito artículo 154 constitucional-, y es el inciso b.) del artículo 2 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa-Administrativa
, la norma legislativa que expresamente señala la forma de hacer efectiva esa responsabilidad, ya que atribuye a esa jurisdicción el conocimiento "b.) De las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad patrimonial del Estado y demás entidades de la Administración Pública; ..."; Nótese que en esta norma se utiliza se utiliza el término Estado en sentido amplio, comprendiendo con ello al Poder Judicial, como uno de los tres Poderes que lo conforman, tanto por la función administrativa como por la función jurisdiccional que realice. VIo.- La normativa impugnada únicamente será de aplicación al Poder Judicial en el tanto realice función administrativa. La Ley General de la Administración Pública delimita el ámbito de su aplicación a la Administración Pública, en virtud de lo dispuesto en el artículo 1(: "... estará constituida por el Estado y los demás entes públicos, cada uno con una personalidad jurídica y capacidad de derecho público y privado." En este sentido, la doctrina predominante, con acierto considera a la Administración Pública no desde el punto de vista material, subjetivo u objetivo, sino que la misma resulta caracterizada con base a la naturaleza interna del acto administrativo, con prescindencia de la índole del órgano o del agente productor; lo que hace definir una institución es la "substancia" de los actos respectivos, por lo cual, puede haber "administración no sólo en la actividad del Poder Ejecutivo, sino que también la hay en parte de la actividad del Legislativo y del Judicial; criterio adoptado en nuestro ordenamiento jurídico, por cuanto la jurisdicción contencioso administrativa se aplica a
: "a.) El Poder Ejecutivo; b.) Los Poderes Legislativo y Judicial en cuanto realizan, excepcionalmente, función administrativa; y c.) Las municipalidades, instituciones autónomas y todas las demás entidades del Derecho Público." (Artículo 4 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa). En este sentido, la Administración puede ser definida como la actividad permanente, concreta y práctica del Estado que tiende a la satisfacción inmediata de las necesidades del grupo social (interés público) y de los individuos que lo integran. Esta función es distinta de la legislativa, la cual supone siempre la creación de una regla de derecho de carácter general y abstracta o de control político; y de la judicial, que consiste en la resolución de conflictos y en la satisfacción de pretensiones, cuyo fin esencial es la tutela o defensa de los derechos subjetivos en aplicación de la ley, y el control de la legalidad de la función pública, función que es encomendada al Poder Judicial -conformada por la Corte Suprema de Justicia y demás tribunales de justicia-. VIIo.- De todo lo anterior, se deriva que la responsabilidad del Estado -Poder Judicial- por el ejercicio de la función jurisdiccional no puede regirse por las normas impugnadas, de donde resulta improcedente la impugnación de inconstitucionalidad de los artículos 190 y 201 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública por omitir incluir la responsabilidad del Poder Judicial por el ejercicio de la función jurisdiccional. por cuanto ella viene establecida y regulada en la propia Constitución Política, y para hacer efectivo su reclamo, debe acudirse a la vía contencioso-administrativa, de conformidad con las normas supra citadas; por lo que no existe la alegada inconstitucionalidad por omisión, procediendo en consecuencia, el rechazo por el fondo de la acción en cuanto a este punto se refiere” (resaltado es nuestro).
Nótese, de lo expuesto hasta aquí, que la responsabilidad desplegada por los actos de la Administración en nuestro ordenamiento jurídico, se encuentra regulada en relación con las actividades que la Administración misma realiza, en razón de las funciones administrativas que le han sido encomendadas, por lo que se debe tener en consideración que tales disposiciones se refieren a las actividades o labores que, para el caso concreto, realiza el Poder Judicial, sus Órganos y funcionarios en virtud de las tareas que por principio de legalidad le han sido instituidas.
5.- SOBRE EL CASO CONCRETO. En el asunto en particular, el gestionante hace referencia a un acto realizado por un funcionario en ejercicio de su función, de auxiliar en la administración de justicia (Ministerio Público),  no en el ejercicio de función administrativa, por lo que de acuerdo al artículo 154 constitucional, la responsabilidad que generen sus actuaciones en virtud de las funciones sustanciales, le corresponde desarrollarse en preceptos de tipo legal. 

Por su parte el inciso b) del artículo 2 del Código Procesal Contencioso Administrativo, es la norma que señala expresamente la forma de hacer efectiva esa responsabilidad, atribuyendo a esa jurisdicción el conocimiento de las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad patrimonial del Estado. Por tanto los particulares o administrados que se sientan afectados con una actuación emanada de una persona servidora judicial en el desempeño de sus funciones, para hacer efectivo su reclamo deben acudir a la vía contencioso administrativa.

Al respecto, y a mayor abundamiento, la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, por resolución N° 544-14 del 10 de abril de 2014, resolvió: 

 “II.- De la competencia de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, a nivel constitucional se encuentra tutelada por el artículo 49 Constitucional, que dispone a ésta jurisdicción como una atribución del Poder Judicial con el objeto de garantizar la legalidad de la función administrativa del Estado, de sus instituciones y de toda entidad de derecho público. El tema de la responsabilidad del Estado se encuentra regulado a nivel constitucional, en tutela, al menos, de los derechos subjetivos e intereses legítimos de los particulares. A partir de lo anterior, no cabe duda que este es un aspecto que integra la función jurisdiccional encomendada al Poder Judicial en la Carta Magna, y la cual, resulta consustancial a la sede contencioso-administrativa. Sobre el particular, cabe mencionar que a esta le corresponde el conocimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico de la conducta pública, manifestada principalmente por su vertiente administrativa. A la luz de lo anterior, y siendo que las normas constitucionales no admiten, como lo ha señalado esta misma Sala, reductos exentos de la cobertura del principio de responsabilidad estatal. Tal es el principio que se extrae del cardinal 3 inciso 2) del Código Procesal Contencioso Administrativo, el cual, si bien excluye determinados actos del conocimiento de esta sede, lo hace únicamente a efectos de su anulación, más no el eventual deber de reparar en caso que se irrogue una lesión”.
Conclusión 

Bajo ese razonamiento, y en relación con la concreta gestión que el licenciado Infante Rojas realiza en virtud del mandato que ostenta, se debe indicar que toda reclamación que se pretenda contra actuaciones del Poder Judicial o alguno de sus Órganos Auxiliares de Justicia,  en este caso el Ministerio Público, debe ser presentada, por quien se sienta agraviado, en la vía prevista al efecto; sea precisamente, la jurisdicción contencioso-administrativa contemplada en el artículo 1° de la Ley Nº 8508 del 28 de abril de 2006, Código Procesal Contencioso Administrativo, y no en sede administrativa como lo pretende el gestionante, por cuanto no existe normativa que permita tramitar lo reclamado contra del Poder Judicial en vía administrativa.
Elaborado por

Pablo Mejía Salgado

Técnico Jurídico

Atentamente,

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla, Jefe
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Subdirectora Jurídica 
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� Ese artículo fue modificado por el ordinal 2° inciso b) del actual Código Procesal Contencioso Administrativo, no obstante en igual sentido de responsabilidad dispone que, le corresponde a la Jurisdicción Contenciosa-Administrativa el conocimiento de (…) las cuestiones de responsabilidad patrimonial de la Administración Pública y sus funcionarios (…)


� Disposición contenida en el actual artículo 1° inciso 3) del Código Procesal Contencioso-Administrativo: a) La Administración Central. b) Los Poderes Legislativo, Judicial y el Tribunal Supremo de Elecciones, cuando realicen funciones administrativas. c) Administración descentralizada, institucional y territorial, y las demás entidades de Derecho público.
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